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EL HECHO JURÍDICO Y EL ACTO JURÍDICO.

. hecho, define y clases.
Hecho es todo suceso o fenómeno acaecido en la realidad. Si ese fenómeno lleva aparejada como consecuencia la producción de un efecto jurídico, la calificación que le corresponderá será la de hecho jurídico.

Así podemos definirlo como todo suceso al que el ordenamiento le atribuye la virtud de producir, por si, o en unión de otros, un efecto jurídico; es decir; la adquisición, la perdida  o la modificación de un derecho.

Son numerosos los eventos que pueden constituir hechos jurídicos y así Seurat cita la ausencia, el comienzo de la mayoría de edad, la enfermedad, el aluvión, la avulsión, la mutación de cauce etc.

Íntimamente relacionado con el concepto de hecho jurídico esta la noción de supuesto de hecho, la cual se designa el conjunto de circunstancias necesarias para que una norma jurídica sea aplicable; o en otros términos el conjunto de requisitos o circunstancias a los que el ordenamiento condiciona el efecto jurídico, o sea, el nacimiento, la extinción o la modificación de una relación jurídica.
En cuanto a las clases de hechos jurídicos, cabe separar:

1) Positivos y Negativos. Ejemplo de los primeros es la muerte del hombre y la mutación de cauce, de los segundos las omisiones y las abstenciones.

2) Simples y Complejos. Los primeros consisten en un suceso único, los segundos constan de varios elementos o hechos, como la usucapión que necesita de la posesión y del transcurso del tiempo.

3) Naturales o involuntarios y voluntarios. En los primeros no interviene para nada la voluntad humana, los segundos son los que llamamos actos jurídicos.

. acto jurídico, define y clases.

Es pues el acto jurídico el hecho humano producido por voluntad consciente y exteriorizada y amen de las anteriores clasificaciones que también les resultan aplicables cabe separar entre:

1) Actos ilícitos que a su vez se subdividen en:
a) actos ilícitos civiles que solo llevan aparejada una responsabilidad de tipo civil.

b) Actos ilícitos penales cuya sanción es tanto civil como penal.

2) Actos lícitos en los que cabe separar:

a) Aquellos cuyos efectos jurídicos no se determinan por el contenido de la voluntad sino únicamente y con carácter forzoso por la ley, así el requerimiento de pago por parte del acreedor al deudor.

b) Los que consisten en una declaración de voluntad directamente dirigida a producir un efecto jurídico para el cual es decisivo y regulador el contenido de esa voluntad. Se les llama declaraciones de voluntad o negocios jurídicos.

EL NEGOCIO JURÍDICO: CONCEPTO.

----------------------------------------------------------------

. historia y separa de declaración de voluntad.

. define.
------------------------------------------------------------------

. historia y separa de declaración de voluntad.
La doctrina sistemática del negocio jurídico es muy moderna. Los jurisconsultos romanos no llegaron a construir una teoría general del negocio jurídico ni tuvieron siquiera una expresión que sirviese para designar concretamente este precepto. Algunos códigos modernos, como el alemán, el brasileño o el soviético han recogido ya la teoría, los códigos latinos no dedican por el contrario una disciplina general al negocio jurídico, el nuestro, no conoce el término ni el concepto, ni tampoco distingue entre negocio y acto.
Y para suplir el vacío del C ci hay que inducir de sus reglas sobre los negocios particulares mas importantes, los principios que regulan os negocios jurídicos y de modo especial estas reglas se desprenden del contrato de compraventa y de los testamentos.
No hay que confundir por otro lado el negocio jurídico con la declaración de voluntad, pues hay que hacer notar:
1) Que no toda declaración de voluntad es ya un negocio jurídico, un hecho apropiado para la producción de efectos jurídicos, pues por el contrario hay negocios que se componen de una pluralidad de declaraciones de voluntad de modo que cada una de estas por si no es otra cosa que un factor de hecho subordinado a su unión con otros.
2) Que ni siquiera el negocio jurídico unilateral consiste exclusivamente en una declaración de voluntad, ya que muchas veces precisa la concurrencia de varios elementos para llegar a la plenitud del negocio jurídico.
. define.
En concreto la definición que podemos adoptar del negocio jurídico es aquella que lo ve como el acto integrado por una o varias declaraciones de voluntad privada, dirigidas a la producción de un determinado efecto jurídico y a las que el derecho objetivo reconoce como base del mismo, cumplidos los requisitos y dentro de los limites que el propio ordenamiento establece.
Y CLASES.

-------------------------------------------------------

. dispositivos y obligatorios.

. típicos y atípicos.

. de disposición y de Administración.

. negocios coaligados.

      * define.

      * calificación judicial.

      * unidad o pluralidad de documentos.

1) Unidad documental.

2) Pluralidad documental

-------------------------------------------------------

      Vamos a dejas de lado las clasificaciones que distinguen entre:

+ negocios unilaterales, bilaterales y múltiples,

+ causales y abstractos (para la que nos remitidos al tema 22 relativo a la causa.).

+ inter vivos y mortis causa.

+ solemnes y no solemnes (ver el tema 23 relativo a la forma).

      E incluiremos aquí solo las clasificaciones que separan entre:

. dispositivos y obligatorios.

    Los dispositivos son los que producen indistintamente una perdida del derecho o una modificación del mismo; o sea aquellos por los cuales se transmite, se grava, se modifica o se extingue inmediatamente un derecho. En ellos se exige el poder de disposición en el disponente.

      Los obligatorios son lo que no producen una perdida del derecho sino que se limitan a prepararla, esto es, a imponer una deuda al patrimonio del deudor.

. típicos y atípicos.

      típicos o nominados son los regulados de manera especial por el ordenamiento, no basta con que están citados o se les de un nombre propio: es necesario además una regulación especifica que los configure.

      Atípico o innominado es como dice Jordano Barea (Los contratos atípicos. R.G.L.J año 1953 p g. 61) "aquel que aun mencionado por la Ley, esta desprovisto de una normación especifica, a menos que la mención del contrato se haga por la ley en tal lugar que se pueda incluir por uso de remisión la disciplina jurídica aplicable.".

      Generalmente los contratos atípicos son del tipo que la jurisprudencia denomina "mixtos", también llamado "complejos", o sea aquellos que tomando por base de su contenido configuraciones de distintos contratos típicos, no pueden ser calificados como ninguno de ellos. A titulo de ejemplo, sirva la sentencia del TS de 26 de Enero de 1994: se ocupaba de un supuesto en que los contratantes "a la figura de la opción de compra como fin primario de la relación comercial, añadieron: una cesión del uso del inmueble con evidentes caracteres de relación arrendaticia; unas cláusulas de estabilización para el precio de la opción y para la prima; la obligación de mantener en el inmueble la identidad del primitivo negocio, mientras no se ejercitara el derecho de opción; y una serie de pactos menores añadidos, como acuerdos sobre titulación, pago de impuestos etc.". El TS declaro respecto al mismo que:

"Para esta clase de contratos complejos, es doctrina consagrada de esta Sala la aplicación de la normativa general contenida en el Código Civil y en ningún caso las reglas especiales de la L.A.U., pues ni el objeto del contrato, ni su contenido obligacional, responden a los supuestos que contempla la legislación especial, cuya aplicación, desmembrando y separando los distintos elementos del contrato, produciría las consecuencias que se describen en el fundamente de derecho cuarto de la sentencia recurrida....".

. de disposición y de Administración.

      1) Cabe calificar el negocio de dispositivo o de administración atendiendo solo al tipo contractual ante el que nos hallemos: as¡ la compraventa ser  siempre un negocio dispositivo por entrañar un cambio en la situación jurídica del bien y el mandato lo ser  siempre de administración al no poder el mandatario alterar la situación jurídica por prohibirlo el Art. 1713.

      2) Pero es mas lógico clasificar a un negocio entre los actos dispositivos o de administración atendiendo no a su naturaleza, sino al conjunto patrimonial dentro del cual se realiza ese negocio.

      De esta forma el profesor Giltrama ("La Administración de la herencia en el derecho Español") considera a la compraventa como un acto de disposición si recae sobre el capital integrante del patrimonio, pero la califica como acto de administración si concierne solo a los rendimientos del mismo patrimonio. O bien y respecto al uso de una cuenta corriente su empleo ser  negocio dispositivo cuando su haber se alimento del capital que integra el patrimonio y ser  negocio de administración si esa cuenta se alimenta de las rentas del patrimonio.

    También la sentencia de 7 de Marzo de 1996 adopta este mismo criterio separando ambos tipos de negocios en base a;

"....conceptos económicos más que aspectos de pura técnica jurídica, por lo que han de considerarse actos de disposición sobre bienes gananciales los que afectan gravemente, con carácter duradero o extraordinario, al aprovechamiento de los mismos, de manera que el arrendamiento por 25 años, realizado por una persona de 77 sobre bienes gananciales, ha de estimarse a efectos del Art. 1322 del C ci, como acto de disposición, prescindiendo incluso de su ¡intima conexión con la opción de compra, de la que no se puede desarticular.

Por último, tampoco puede olvidarse la abundante jurisprudencia recaída sobre el Art. 1548 del CC, establecedora de que el arrendamiento por más de seis años excede el ámbito o los limites de la mera administración (Sentencias por ejemplo, de 9 junio 1913, 2 Julio 1924, 18 diciembre 1973, 12 noviembre 1987 y 30 marzo 1987.".

. negocios coaligados.

      * define.

      Los negocios coaligados son aquellos en que distintos tipos contractuales  son queridos como un todo (o sea aquellos en los que existe dualidad de contratos y unidad de objeto), por lo que el incumplimiento de cualquiera de los tipos negociales que lo integraban daba lugar a la rescisión global de todos los restantes.

      Y al poder existir dualidad de contratos, cabe que esta dualidad de contratos se haya formalizado:

a) En un solo documento: en el que se contienen varios contratos.

b) O en varios documentos separados, pero que al tener un solo objeto, siguen constituyendo un solo negocio, un "negocio coaligado". Nada tiene que ver este tipo de negocios con aquel negocio representado por dos formas contradictorias entre si: es el caso contrato verbal primero y escrito después, del que nos ocupamos en el tema 23 relativo a la forma).

      * calificación judicial.

      Es función del juzgador determinar si en cada caso concreto nos hallamos ante un negocio coaligado o ante una multiplicidad contractual en el que cada una de las convenciones debe de seguir su propia suerte, aun están unidas formalmente en un solo documento. Citaremos una sentencia en la que el TS, aun teniendo a la vista lo que podía calificarse como negocio coaligado, decide que existen dos convenciones separadas:

      "A" arrendó a "B" un camping, y en el mismo contrato de arrendamiento estableció a favor de "B" un derecho de adquisición voluntaria preferencial. Aparentemente se trataba de un negocio coaligado: el incumplimiento de una de sus partes podría dar lugar a la resolución del todo a instancias del perjudicado. Sin embargo el TS prefirió tratar el tema como si fueran dos negocios independientes y declaro:

"Conviene hacer constar y pronto que el contrato privado de 31-5-1983 contiene dos negocios contractuales perfectamente establecidos y que si bien aparecen relacionados, son distintos en cuanto a su contenido, trayectoria y operatividad....".

      * unidad o pluralidad de documentos.

      Como decíamos mas arriba poco importa que el negocio coaligado (en el que, repetimos que existen dualidad de contratos y unidad de objeto) se adopte en un solo documento o en varios. Veamos los dos supuestos:

      1) Unidad documental.

      "A" había cedido en comodato un local a su hija "B", donde esta monto una librería, con los años se cedió esta a "C" y en el contrato se pacto; un alquiler del local de "B" a "C" y un traspaso del negocio de "A" a "C". Inmediatamente "C" demando a "A" y a "B" alegando que como no había existido un arrendamiento entre ellos difícilmente podía ‚l pagar un precio por la traspaso del negocio. El TS desestimo su pretensión, declarando que:

"El negocio celebrado en su conjunto, contenía la voluntad negocial de recuperar el importe de las instalaciones efectuadas en el local por "B" (montante que era inferior al valor medio de un posible traspaso); representando para el adquirente el beneficio de recibir tales instalaciones, y con seguir un arrendamiento a precio reducido y con el derecho reconocido a un futuro traspaso; por lo que respetándose esa unidad contractual, no puede el demandante dividir el contenido del contrato, aceptando lo que le beneficia, y pretendiendo lucrarse con el valor de unas instalaciones que recibe gratuitamente.". (Sentencia del año 1993).

      También se ocupa del caso la sentencia del TS de 10 de Marzo de 1994: "A", madre de "B", actuando en su propio nombre y además en nombre y representación de su hijo, menor de edad, vendió un inmueble sobre el cual, ella ostentaba el usufructo y el menor la nuda propiedad, pero los tribunales declararon viciada su representación respecto al menor y por tanto nula la venta; pero declararon la nulidad de la venta de la nuda propiedad y no la del usufructo. El TS declaro que debiera haberse declarado la venta de ambos derechos reales por haberse buscado en el contrato la transmisión del todo y no de un solo aspecto aislado de la propiedad, sin embargo no pudo casar la sentencia por no provocar una reformatio in peius, y declaró:

"La recurrente combate la subsistencia de la venta del usufructo no obstante la nulidad del contrato de compraventa, porque la intención de los contratantes fue la de comprar el todo, no por una parte la nuda propiedad y por otra el usufructo. Le asiste, desde luego, toda la razón en su ataque a la sentencia en este punto, pues mantiene el usufructo que la madre de Doña Dulce transmitió junto con los derechos de esta, pese a la nulidad del contrato de compraventa que declara, por entender que el vicio solo alcanza a su actuación como representante legal de la menor, que vende sin autorización judicial, pero no se apercibe de que la transmisión del usufructo esta ¡íntimamente conectada con la de los derechos de la hija, no se ha querido una sin otra, lo que implica que la nulidad declarada hubiera debido llevar ineludiblemente consigo la ineficacia de la transmisión del usufructo aislado (para la cual ni siquiera se fijo un precio).".

      2) Pluralidad documental

      De ella se ocupó la sentencia del TS de 30 de Diciembre de 1993.

      "A" había arrendado a "B" un local comercial en el que este instala una industria. Con el tiempo "B" traslado el negocio a "C" y para ello se formalizaron en un mismo día dos contratos privados: en el primero de ellos "B" vendía a "C" la venta de la industria con el traspaso de los derechos arrendaticios sobre el local. En el segundo contrato "A" vendió a "C" el inmueble. Insatisfecho el precio de esta venta "A" la resolvió y el TS negó a "C" su derecho a seguir como arrendatario por considerar que en realidad se había formalizado un solo contrato (aunque su contenido estaba integrado por dos formas): el que tenia por objeto adquirir la total propiedad de la industria. Como "C" era quien había incumplido "A" podía resolver su venta sin que ello afectara a la validez del traspaso del negocio efectuado por "B".

ELEMENTOS ESENCIALES DEL NEGOCIO JURÍDICO.

-------------------------------------------------------

. clases.

. TS. y Art. 1261.

. objeto.

* arts 1271, 1272 y 1273.

-------------------------------------------------------

. clases.

    Los elementos de los contratos se dividen por la doctrina en esenciales, naturales y accidentales.

    Esenciales son aquellos sin los cuales el contrato no puede darse.

      Naturales son los que lo acompañan normalmente como derivados de su índole peculiar y se sobreentienden por la ley, pero pueden ser excluidos por voluntad de las partes, así la gratuidad en el contrato de mandato.

      Accidentales son los que solo existen cuando las partes los agregan expresamente al acto para limitar o modificar sus efectos normales. La Sentencia del TS de 26 de Septiembre de 1927 declaro que tienen como límite el no poder ir contra el orden público.

. TS y Art. 1261.

    Refiriéndose a los esenciales tiene declarado el TS (16 de Abril de 1985, 7 de Junio de 1986, 1 de Julio de 1988 y 26 de Febrero de 1990 entre otras muchas sentencias) que la existencia o inexistencia de un contrato y la concurrencia o no de los requisitos esenciales del mismo es cuestión de mero hecho y como tal, su constatación es de la facultad privativa de los Tribunales de instancia, cuya apreciación, obtenida a través de la valoración de la prueba practicada, ha de ser mantenida y respetada en casación, en tanto que la misma no sea desvirtuada por el cauce procesal adecuado; a saber: o existencia de error de hecho, con cita del documento concreto que lo evidencia, o por error de derecho, invocando la norma valorativa de prueba que se considera infringida.

      A los esenciales se refiere el Art. 1261 al decir:

"No hay contrato sino cuando concurren los requisitos siguientes:

1) Consentimiento de los contratantes.

2) Objeto cierto que sea materia del contrato.

3) Causa de la obligación que se establezca.".

    El consentimiento (arts 1262 a 1264) es objeto de estudio en los temas 61 (al estudiar la perfección del contrato y 62 (al estudiar las incapacidades y prohibiciones para contratar), 

    La causa es materia comprendida en el tema 24.

    En cuanto a la forma, que en ocasiones puede tener carácter constitutivo se estudia en el tema 25.

    Finalmente en cuanto al objeto, si bien puede ser objeto de estudio en el tema 54, al tratar de las obligaciones, vamos sin embargo a incluirlo en este tema dada la proximidad con que se estudian los restantes.

    Ordinariamente llamamos objeto del contrato a las cosas o servicios que son materia de las obligaciones de dar o hacer. Su regulación viene comprendida en los arts 1271 y siguientes, diciendo el primero de ellos;

. Art. 1271;

"Pueden ser objeto del contrato todas las cosas que no estén fuera del comercio de los hombres, aun las futuras. Sobre la herencia futura no se podrá, sin embargo, celebrar otros contratos que aquellos cuyo objeto sea practicar entre vivos la división de un caudal conforme al Art. 1056.
Pueden ser igualmente objeto de contrato todos los servicios que no sean contrarios a las leyes o a las buenas costumbres.".

    Están fuera del comercio los bienes de dominio público y aquellos sustraídos a la libre disponibilidad de los particulares.

. Art. 1272.

"No podrán ser objeto del contrato las cosas o servicios imposibles.”.

    La imposibilidad que aquí se contempla es de carácter "originario", pues siendo posterior al contrato resultaría de aplicación el Art. 1105, que regula la indemnización de daños y perjuicios cuando la cosa se pierde.

    Al tratarse de una imposibilidad originaria y aplicando analógicamente la norma del Art. 1460, dada para la compraventa, el contrato carente de objeto ser  radicalmente nulo.

    Por contra, si la imposibilidad es parcial, debe aplicarse el párrafo 2 del propio Art. 1460 y por tanto es el acreedor quien debe optar por decidir si desiste del contrato o reclama la parte de prestación posible con una reducción del precio o servicio que tuviese que abonar.

    La imposibilidad puede ser; Absoluta, cuanto afecta a toda clase de personas, o Relativa, cuando afecta tan solo al deudor obligado. Y si bien el Art. 1272 no diferencia entre ambas, lo que pudiera inducir a pensar que su tratamiento es el mismo, sin embargo Diez Picazo, distingue los siguientes casos:

a) Si el deudor ignora su imposibilidad y no la ha podido conocer empleando la diligencia exigible, puede anular el contrato por error sustancial en la base del negocio para así no verse obligado a cumplir.

b) Si el deudor conoce la imposibilidad y sabe que va a incumplir su obligación, responder  de los daños y perjuicios como tal incumplidor y no simplemente del interés negativo.

    Todo ello partiendo, naturalmente, de la ignorancia del acreedor sobre el carácter imposible de la prestación.

. Art. 1273.

"El objeto de todo contrato debe ser una cosa determinada en cuanto a su especie. La indeterminación en la cantidad no ser  obstáculo para la existencia del contrato, siempre que sea posible determinarla sin necesidad de nuevo convenio entre los contratantes.".

LA VOLUNTAD Y SUS VICIOS.

     La voluntad interna, si tiene que producir plenitud de sus efectos necesita ser consciente y libremente emitida. Faltando estas condiciones se dice que la voluntad esta viciada.

     Los vicios de la voluntad implican no que esta no exista sino que ha sido anormalmente formada bajo la influencia de causas que han hecho aparezca una voluntad realmente distinta a la que en realidad quiso el sujeto.

   Como vicios se comprenden el error, la violencia, la intimidación y el dolo y su consecuencia es la impugnación del negocio.

     Por ello es muy discutible que la violencia física o fuerza material este bien incluida entre los vicios de la voluntad, pues dicha violencia lo que en realidad hace es excluirla totalmente.

Dice el Art. 1265 :

"Será  nulo el consentimiento prestado por error, violencia, intimidación o dolo.".

. error.

      * define y apreciación.

      Lo regula el Art. 1.266;

"Para que el error invalide el consentimiento deber  recaer sobre la sustancia de la cosa que fuere objeto del contrato, o sobre aquellas condiciones de la misma que principalmente hubiesen dado motivo a celebrarlo.

El error sobre la persona solo invalidar  el contrato cuando la consideración a ella hubiese sido la causa principal del mismo.

El simple error de cuenta solo dar  lugar a su corrección.".

    En su sentido mas general consiste en el conocimiento equivoco de una cosa o de un hecho basado en la ignorancia o incompleto conocimiento de la realidad de esa cosa o de ese hecho o de la regla jurídica que lo disciplina.

     En cualquier caso su apreciación deben sujetarla los jueces a rígidas reglas pues como dice la sentencia de 30 de Mayo de 1991;

"....la apreciación del error sustancial en los contratos ha de hacerse con criterio restrictivo cuando de ello dependa la existencia del negocio; apreciación que tiene un sentido excepcional muy acusado (sentencias de 8 de Mayo de 1962 y 14 de Mayo de 1968, antecedidas y seguidas por otras en el mismo sentido) ya que el error implica un vicio del consentimiento no una falta de ‚l; además ha de ser inexcusable, circunstancia que no afecta al recurrente, en cuanto fue con anterioridad al otorgamiento de dicha escritura debidamente asesorado desde el punto de vista jurídico.".

      Y la de 18 de Febrero de 1994 declara en cuanto a su excusabilidad que;

"...la jurisprudencia utiliza el criterio de la imputabilidad del error a quien lo invoca y el de la diligencia que le era exigible, en la idea de que cada parte debe informarse de las circunstancias y condiciones que son esenciales o relevantes para ella en los casos en que tal información le es fácilmente accesible y que la diligencia se aprecia además teniendo en cuenta las condiciones de las personas; as¡ es exigible mayor diligencia cuando se trata de un profesional o de un experto (por ejemplo, anticuarios en la Sentencia (del) Tribunal Supremo de 28 Febrero 1974 o construcciones en la Sentencia Tribunal Supremo de 18 Abril 1978. La diligencia exigible es por el contrario, menor, cuando se trata de persona inexperta que entra en negociaciones con un experto (sentencia Tribunal Supremo de 4 de Enero de 1982) y siendo preciso por último para apreciar esa diligencia exigible apreciar si la otra parte coadyuvó con su conducta o no aunque no haya incurrido en dolo o culpa se concluye.".

     * tipos.

      En cuanto a los posibles tipos de error, vamos a seguir la clasificación adoptada por el profesor José Antonio Doral en su obra "El negocio jurídico" Cap. III:

     1) Error obstativo. 

     Implica una disconformidad entre la voluntad real y la declarada, provocando pues una discrepancia inconsciente entre declaración y voluntad.

     En estos casos predomina la voluntad interna sobre la externa y el negocio ser  nulo o inexistencia y no simplemente anulable.

    Ahora bien, la voluntad real tiene que ser objeto de prueba para que los tribunales lleguen a apreciar su existencia. Por ello la sentencia del TS 5 de Abril de 1997 (A 2640), recordando  la de 23 de mayo de 1935, dice que;

".....la divergencia ha de ser probada por quien la afirma, ya que, sino se prueba, el derecho considerar  la voluntad declarada como coincidente con la voluntad real", y "cuando la disconformidad sea imputable al declarante, por .... haber podido ser evitada con el empleo de una mayor diligencia, existiendo a la vez buena fe en la otra parte, se ha de atribuir pleno efecto a la declaración, a virtud de los principios de responsabilidad y de protección a la "bona fides" y a la seguridad del comercio jurídico, que se oponen a que pueda ser tutelada la intención real cuando es viciosa, y a que pueda ser alegada la ineficacia del negocio por la parte misma que es culpable de haberla producido.".

     2) Error o vicio motivo.

     Aparece cuando se forma una determinada voluntad interna sobre la base de una creencia inexacta. Su efecto ser  la anulabilidad y no la nulidad.

     3) Error de Derecho.

     Respecto al cual el Art. 1 p 1 dice que; "El error de derecho producir  únicamente aquellos efectos que las leyes determinen".  También alude a ‚l el C ci en los arts 1.232 y 1.817 p 1.

     El TS tiene declarado que ha de ser apreciado con extraordinaria cautela y carácter excepcional en aras de la seguridad jurídica y del fiel y exacto cumplimiento de lo pactado (4 de Diciembre de 1990) con la subsiguiente aplicación restrictiva ( 6 de Abril de 1962 y 21 de Mayo de 1963).

     La citada sentencia de 4 de Diciembre de 1990 añade que:

"No se puede alegar error si se hubiese podido evitar con una normal diligencia, por lo que el que haya omitido esa diligencia no puede invocar haber incurrido en error para anular la declaración, máxime cuando en el contrato, como se demostró, intervino un Letrado que asesoro a los contratantes en lo relativo a los requisitos jurídicos (doctrina deducida de las sentencias De 14 de Junio de 1943, 8 de Mayo de 1963, 25 de Mayo y 15 de Junio de 1983).".

     4) Error facti.

Que recae sobre las circunstancias del hecho del negocio.

     5) Error in motivis.

En torno al cual la sentencia del TS de 30 de Septiembre de 1963 dice;

"Los motivos que hayan decidido a las partes a celebrar el acto o negocio jurídico no tiene influencia alguna, por regla general, sobre la validez de este, por lo que el mero error sobre los mismos no produce efecto alguno.".

     Claro esta que por motivos entendemos las razones personales que llevan a emitir la declaración de voluntad y en consecuencia no son motivos las razones objetivas que fundamentan la voluntad.

    Sin embargo estos "motivos" pueden  "causalizarse" cuando en el contrato se haga constar que se consiente en base a ellos y en este supuesto el error sobre los motivos ala ser un error sobre la causa daría lugar a la nulidad.

     6) Error in negotio.

     Indica Roca Sastre que aparece cuando se toma como base del contrato un tipo contractual por otro; se declara querer una enfiteusis confundiendo su concepto con el arrendamiento.

     Lo admite la sentencia de 6 de Junio de 1899 confundiéndolo sin embargo con un error in substantia.

     7) Error in persona.

     Que puede recaer sobre la identidad de la persona o sobre sus cualidades. Dice respecto a el Art. 1.266 p 2;

"El error sobre la persona solo invalidar  el contrato cuando la consideración a ella hubiere sido la causa principal del mismo.".

     Castan indica que tratándose de contratos, por lo general no es causa de nulidad, pues estos se celebran en consideración a las cosas y prestaciones y no en atención a la persona. Sin embargo, cita como anulables a los contratos remuneratorios, la donación, el mandato, la sociedad civil, la aparcería, el deposito, el comodato y numerosos arrendamientos de obras o servicios que se celebran en atención a cualidades personales.

     8) Error in córpore.

     Es aquel que se refiere a la identidad de la cosa que es objeto de la relación o negocio jurídico. Es también causa de anulabilidad.

     9) Error in quantitate.

     Recae simplemente sobre la cantidad del objeto del negocio jurídico. Alonso Pérez (Estudios de Derecho Civil en homenaje al profesor Castan. Tomo III) opina que solo dar  lugar a la anulabilidad cuando la cantidad falsamente representada sea relevante en relación al todo.

     La Jurisprudencia del TS es variable; en sentencias de 12 de agosto de 1889, 8 de Mayo de 1918 y 15 de Noviembre del mismo año y 20 de Septiembre de 1919 le ha reconocido eficacia invalidante. Sin embargo otras lo niegan: así la de 14 de Abril de 1958.

     10) Error de cuenta.

     Albaladejo (El negocio jurídico. 1958) lo califica como un defecto de calculo u operación aritmética, cuyos factores o bases se hayan fijado sin error.

     La sentencia de 18 de diciembre de 1965 dice que se ciñe al materialmente padecido al transcribir o consignar alguna cifra o al cometido al efectuar cualquier operación matemática.

     Según sentencias de 12 de Diciembre de 1934, 18 de diciembre de 1965, 17 de Diciembre de 1974 y 29 de Diciembre de 1978, son subsanables en cualquier momento y según el Art. 1266 p 3 del c ci solo dar  lugar a su corrección.

     11) Error in qualitate.

     Es el que recae sobre las cualidades del objeto, peor ¿cuando estas tendrán la suficiente entidad para provocar la anulabilidad?, es evidente que tendrá  que tratarse siempre de un error en cualidades relevantes, pero para calificar la relevancia podemos seguir un doble camino:

a) O considerar relevante a la cualidad que impide al objeto tener la esencia que le resulta habitualmente propia.

b) 0 atendiendo a la intención de la parte considerar relevante solo a las cualidades en atención a las cuales se hubiera contratado aunque no tengan importancia primordial en el objeto.

      De él se ocupó la sentencia de 18 de Febrero de 1994, relativa a un supuesto en que se adquirió un local comercial que posteriormente resulto que solo podía destinarse a almacén según la normativa municipal urbanística vigente, declarando resuelta la compraventa declaro que;

"...la equivocación, por así decir, o el desvío en la omisión de su consentimiento, por parte de los compradores, se deriva de la misma conducta del vendedor, que indujo, o provocó con su actitud (próxima al dolo), la venta de un local comercial, cuando le constaba que no se podía destinar al citado destino, añadiéndose: "...no se trata aquí de si el local reunía las características necesarias para el tipo de negocio que el comprador pensaba instalar sino que la característica esencial de si la cosa vendida era efectivamente lo que figuraba en el contrato...", lo que en caso alguno ocurrió pues es obvio que la resolución del Ayuntamiento solo permite dedicar el inmueble a "almacén", que obvio es, no se identifica con "local comercial", por lo que la entrega de "aliud pro alio" resplandece....".

     12) Error in substantia.

     Que afecta al a esencia de la cosa o a sus atributos, cualidades o caracteres que siendo propios de aquellas o incluso ajenos a las mismas son tenidos en cuenta. El c ci lo recoge en el citado Art. 1261.

El Ts lo trata con criterio restrictivo y podemos citar:

a) la sentencia de 15 de Enero de 1940 indica que es mucho menos admisible cuando quienes contrataron eran personas peritas y conocedoras del respectivo negocio.

Y las de 28 de Febrero de 1974 y 9 de Octubre de 1981 no lo aplicaron a la compraventa de cuadros de alto precio, cuando han sido adquiridos sin mención de su autor o dándolo como dudoso, máxime si la operación se realiza entre marchantes.

b) La sentencia de 16 de Diciembre de 1953 señala que no puede ser invocado por aquel que podría haberlo evitado con una regular diligencia.

En cambio ha sido apreciado en los siguientes casos:

c) compraventa de una parcela para construir, que luego resulto no edificable por impedirlo la normativa urbanística (27 de Octubre de 1964, 20 de Abril de 1965 y 27 de Mayo de 1983).

Llegando a idéntica solución cuando concurre dolo por callar o no advertir debidamente a la otra parte (1 de Octubre de 1986) e incluso, dice la sentencia de 28 de Febrero de 1990;

"podría mantenerse que el articulo 62 de la Ley del Suelo permite presumir la existencia de error o dolo cuando no se cumplen las previsiones en ella contenidas....pero tal presunción, como la da el Art. 1.483 queda destruida cuando la sala de instancia expresamente establece lo contrario.".

d) Compraventa de una vivienda de protección oficial no enajenable (12 de Abril de 1976).

e) Adquisición de una pala mecánica para nivelación de terrenos, que luego resulto inservible (3 de Febrero de 1986).

f) Compra de un caballo con la única finalidad de dedicarlo a la monta, para la que resulto inútil (29 de Abril de 1986).

g) Compra de una embarcación deportiva que luego no pudo inscribirse en el Registro de Buques de la comandancia de Marina, por figurar inscrita a nombre de persona distinta del vendedor. (4 de Enero de 1989).

. violencia o intimidación, Art. 1.267.

"Hay violencia cuando para arrancar el consentimiento se emplea una fuerza irresistible.

Hay intimidación cuando se inspira a uno de los contratantes el temor racional y fundado de sufrir un mal inminente y grave en su persona o bienes o en la persona o bienes de su cónyuge, descendientes o ascendientes.

Para calificar la intimidación debe atenderse a la edad, al sexo y a la condición de la persona.

El temor de desagradar a las personas a quienes se debe sumisión y respeto no anulara el contrato.".

Añadiendo el Art. 1.268;

"La violencia o intimidación anularan la obligación aunque se hayan empleado por un tercero que no intervenga en el contrato.".

      * intimidación.

      Con carácter general puede decirse que no es intimidación la que pueda resulta del ejercicio por un tercero de un derecho que le es propio (TS 12 de Febrero de 16 de diciembre de 1915). Y que no implica la nulidad de los negocios de ultima voluntad, pues no figura entre las causas de nulidad del Art. 673; por el contrario si que la recoge el Art. 756 entre las causas de indignidad, (este criterio fue confirmado por la sentencia del TS de 22 de Febrero de 1943).

* empleo por un tercero de intimidación o violencia.

     La sentencia de 22 de Abril de 1991 se ocupo de un caso en que la intimidación procedía de un tercero totalmente ajeno al negocio; "A" al ver ejecutada su finca acordó con "B" que este le entregaría el precio del remate y una cierta cantidad mas, con lo que "A", igualando la postura de la subasta se quedaría con la finca que vendería acto seguido a "B", firmada que fue la escritura por la que "A" efectivamente vendió a "B", pretendió conseguir su invalidación alegando que se había visto intimidado por un tercero; un Banco que al ejecutar su crédito le coacción a realizar en favor de "B" una venta por precio inferior al real. El TS desestimo la pretensión expresando;

"...para que la intimidación definida en el apartado 2 del Art. 1.267 del Código Civil pueda provocar los efectos previstos en el Art. 1.265 del mismo Cuerpo Legal y conseguir la invalidación de lo convenido, es preciso que uno de los contratantes o persona que con ‚l se relacione, valiéndose de un acto injusto y no del ejercicio correcto y no abusivo de un derecho, ejerza sobre el otro una coacción o fuerza moral de tal entidad que por la inminencia del daño que pueda producir y el perjuicio que hubiere de originar, influya sobre su animo....".

     Parece por tanto que cuando el C ci nos habla de intimidación o violencia producida por un "tercero" hay que entenderlo referido a terceros vinculados con una de las partes, pero no a los casos en que uno de los contratantes actúa de completa buena fe siendo el vicio provocado por alguien totalmente ajeno a la relación jurídica . 

      * separa de la coacción ambiental.

      El problema de la coacción ambiental como motivo determinante de alteraciones en la voluntad es tratado por el profesor José‚ Antonio Doral en su obra "El negocio jurídico".

      a) Un grupo de Sentencias le niega consecuencias, entre ellas se encuadran las de 30 de Abril de 1947 y 28 de octubre del mismo año, al declarar que no están viciados por intimidación los contratos perfeccionados bajo la influencia del temor.

      Las sentencias de 4 de Julio de 1944, 10 de Junio de 1947 y 28 de octubre de 1947 rechazan peticiones de anulación de los contratos perfeccionados en un ambiente inconcreto de temor a la guerra civil y respecto de los cuales no se acreditaba la existencia de una intimidación directa dirigida a la realización del contrato impugnado.

      b) Por contra en otras ocasiones el TS ha anulado los contratos partiendo para ello de la existencia de una situación de terror (SS 18 de Febrero de 1944, 18 de Noviembre de 1944, 20 de Febrero de 1947 y 4 de Diciembre de 1948) pero en todos estos casos ha atendido a la conducta dolosa de quien se propuso aprovechar el temor insuperable que racionalmente pensaba había de producir en el espíritu del demandante.

. dolo, arts 1.269 y 1.270.

"Hay dolo cuando con palabras o maquinaciones insidiosas de parte de uno de los contratantes es inducido el otro a celebrar un contrato que sin ellas no hubiera hecho.".

"Para que el dolo produzca la nulidad de los contratos, deber  ser grave y no haber sido empleado por las dos partes contratantes.

El dolo incidental solo obliga al que lo empleo a indemnizar daños y perjuicios.".

      Cossio critica la distinción que este Art. hace entre dolo causante e incidental ya que el contrato, nos dice, lo quiere la parte como un todo y estima que la distinción se justifica tan solo por el deseo del legislador de conceder al juez la posibilidad de aplicar distintos efectos según cual sea la situación concreta.
      Vamos ahora a referirnos a dos aspectos concretos del dolo;

      * Su prueba.

      Como dice el TS en sentencia de 21 de Mayo de 1961 el dolo no se presume, y en consecuencia "debe de ser acreditado por la parte que lo alega, correspondiendo la apreciación de su existencia al tribunal sentenciador.".

      Probada que fuera la existencia del dolo ¿Hay que probar que fue este la causa determinante para concluir el negocio?: Albaladejo se pronuncia en sentido afirmativo. Cossio y Gullon Ballesteros creen que no sea necesario y el último en su articulo "Dolo y Captación en las disposiciones testamentarias" (A.D.C.E. 1962. Pág. 291) mantiene, con criterio al que nos adherimos, que probada la existencia del dolo cabra una presunción de que este ha sido determinante y alega como caso practica en el que apoyarse el testamento otorgado con dolo: podrá  probarse este, pero al haber fallecido el testador ser  de extraordinaria dificultad probar que fue determinante para otorgar la disposición mortis causa.

      * El Dolus Bonus.

      Al que Puig Brutau califica como el engaño en que se incurre dentro del margen tolerado por los usos y la moral, como sucede al hacerse la propaganda en los artículos de venta corriente.

      El TS en sentencia de 16 de Enero de 1930 no admitió efectos de dolo por el excesivo elogio que una casa constructora de maquinaria hacia en su propaganda comercial respecto a las mercancías que vendía y a las excelencias de las condiciones de pago.
Los casos jurisprudenciales en que la propaganda ha vinculado a las partes se estudian muy casuísticamente en la Sentencia del Ts de 8 de Noviembre de 1996 (A 8260).

. silencio.

      En cuanto al posible valor del silencio como manifestación de voluntad nos remitimos al tema 59.

BREVE IDEA DE LOS NEGOCIOS SIMULADOS.

-------------------------------------------------------

. define.

. absoluta y relativa.

. legitimación para alegarla.

. efectos.

. imposibilidad de apreciarla de oficio.

. su no presunción.

-------------------------------------------------------

. define.

      Se llama así la declaración de un contenido de voluntad no real, emitido conscientemente y con acuerdo de las partes para producir con fines de engaño la apariencia de un negocio que no existe o que es distinto del verdaderamente realizado. Así pues es necesario:

a) Una declaración deliberadamente disconforme con la voluntad.

b) el acuerdo entre las partes.

c) el engaño u ocultación a terceras personas de la finalidad auténticamente pretendida por las partes, aunque no es necesario que este engaño tenga una finalidad ilícita.

. absoluta y relativa.

      Puede la simulación ser absoluta o relativa. En la primera las partes aparentan realizar un negocio con la intención de no establecer vinculo alguno. En la relativa las partes realizan aparentemente un determinado acto, queriendo y llevando a cabo en la realidad otro distinto de tal modo que bajo el negocio simulado se oculta otro realmente querido.

. legitimación para alegarla.

      Suscita problemas la legitimación para alegar ante los tribunales la simulación; cuando esta es absoluta al ser el negocio radicalmente inexistente podrá ser alegada tanto por las partes que la provocaron como por sus sucesores sin que ello suponga actuar contra el principio general de derecho de que nadie puede ir contra sus propios actos, pues al no existir negocio jurídico no existe tampoco acto propio.

      En cambio cuando nos encontramos ante una simulación relativa las cosas cambia; Quien disimulo no puede alegar ignorancia respecto a tal hecho y si bien puede obtener ante los tribunales la declaración de ineficacia del negocio aparente no así del disimulado, que quiso y acepto desde un principio. podrá pues basar su pretensión en la nulidad absoluta o basándola en la relativa solicitar que despliegue todas sus consecuencia el negocio disimulado.

      En cambio si falleciere; siendo sus sucesores herederos forzosos ostentaran legitimación para impugnar los negocios basados tanto en la simulación absoluta como en la relativa (TS 12 de Abril de 1944 y 3 de Abril de 1962), pero en cambio siendo herederos voluntarios no podrán impugnar los negocios que adolezcan de simulación relativa.

      Así la sentencia del TS de 23 de Mayo de 1956 declara que los herederos voluntarios no viene legitimados para la impugnación de la simulación relativa por no existir este derecho a su causante. Criterio que reiteraron las sentencias de 22 de Abril de 1963 y 21 de marzo de 1964; esta última se refiere a un supuesto en que los sobrinos del causante pretendieron dejar sin efecto unas ventas realizadas por este y que en realidad encubrían donaciones y el TS que la posición jurídica del heredero voluntario le impone el acatamiento a la voluntad real y verdadera de enajenar que tuvo el causante siquiera fuera por acto de liberalidad y disfrazada con causa onerosa en el documento de compraventa. Mas recientemente esta línea jurisprudencial ha sido confirmada por la Sentencia de 14 de Noviembre de 1986, también del Tribunal Supremo.

. efectos.

     En la simulación absoluta hay que llegar a la conclusión de que al existir una discrepancia total entre la voluntad real y la declarada, faltan los elementos necesarios para que el negocio nazca. En este sentido el TS proclama que el contrato simulado se considera inexistente,  teniendo por ende carácter de imprescriptible la acción o excepción para hacerla valer.

     En la simulación relativa hay que separar: ser  el contrato nulo si la causa real es nula, pero si el contrato indica una causa siendo la verdaderamente perseguida licita verdadera y licita, nos hallaremos ante una " disimulación " con lo que el negocio ser  licito si reúne todos los requisitos que corresponden a su naturaleza especial.

      Y así la sentencia de 24 de Febrero de 1992 dice que:

"Si bien de conformidad con reiterada doctrina de esta Sala, de la que son exponentes, entre otras las sentencias 20 de Diciembre de 1963, 14 de Mayo de 1966, y 8 de Marzo, 9 de mayo y 28 de octubre de 1988, es de admitir la validez de los contratos "disimulados", es decir, del que subyace bajo la apariencia de otro, sin embargo el negocio disimulado ha de reunir todos los requisitos legales, y entre ellos el tener causa verdadera y licita como el reunir las condiciones formales precisas".

      También en este sentido la sentencia de 23 de octubre de 1992: "A", casado en régimen de participación de bienes, vendió a su esposa "B" una finca que había recibido en herencia y con el paso del tiempo interpuso demanda solicitando se declarara la nulidad de dicha venta por encubrir una donación. Todas las instancias acogieron su petición y el TS confirmo la sentencia recurrida declarando que las partes estaban legitimadas para pedir que se declarara la inexistencia del negocio aparente (el simulado) en el supuesto de simulación relativa, cuando este no reunía todos los requisitos necesarios para ser valido una vez salga a la luz.

      Los anteriores efectos quedan bien reflejados en la Sentencia del TS de 22 de Diciembre de 1987 :

"La simulación relativa, según reiterada doctrina jurisprudencial, de la que es ejemplo la sentencia de esta Sala de fecha 24 de Febrero de 1986, se caracteriza, en materia contractual, por "encubrir un convenio, con inexistencia real, otro con realidad causal" , lo que permite, en aplicación del Art. 1276 del C ci, declarar la nulidad del negocio simulado o ficticio y mantener la validez del negocio disimulado cuando éste obedece a una causa verdadera y licita. En este caso se pretende que se declare simulado el contrato de subarriendo y se declare valido el disimulado de arrendamiento.".

Consecuencia de ello será la prescriptibilidad de las acciones derivadas del contrato disimulado y la imprescriptibilidad de las acciones destinadas a dejar sin efecto el contrato simulado, por ello la misma sentencia sigue diciendo:

"Esta Sala ha declarado, con reiteración, como en la reciente S de 6 de Junio de 1986, que la acción para impugnar un negocio simulado es imprescriptible.

Cuando se trata de una simulación absoluta, no existe duda alguna en cuanto a la aplicabilidad de esta doctrina. En la simulación relativa se ha declarado (S de 21 de Octubre de 1963) que las acciones nacidas de la relación jurídica establecida por el negocio disimulado verdadero , se extinguen por prescripción, pero en ninguna forma se ha hecho la afirmación de que la acción para deshacer la apariencia simulada está sujeta a prescripción, porque ello equivaldría a proclamar la subsistencia del contrato cuya causa es manifiestamente falsa, contra la terminante afirmación del Art. 1261-3 del C ci de que no haya contrato en donde no hay causa..".

. imposibilidad de apreciarla de oficio.

      La simulación no puede ser apreciada de oficio por el juzgador y consecuentemente incurrir  el incongruencia la sentencia que declare su existencia (y aplique las consecuencias jurídicas derivadas de la misma) sin que le haya sido solicitado.

      Este problema fue visto por la sentencia del TS de 17 de Octubre de 1995 (A 7845); "A" vendió unas fincas a "B" y al fallecer sus herederos instaron la nulidad por tratarse de una donación encubierta, frente a ello los supuestos compradores se limitaron a defender la existencia real de la compraventa y en fase de apelación la audiencia declaro la inexistencia de dicha venta, pero mantuvo la transmisión del dominio por haber esta encubierto una donación. La Sentencia fue casada ;

"....ya que, pedida la nulidad de la escritura de compraventa por los actores, los demandados ni por vía de reconvención ni por vía de excepción dijeron que subyacente había un contrato disimulado, real y con causa, sino que por el contrario insistieron en que habían pagado un precio y que se trataba de una compraventa, como bien acepta la propia sentencia recurrida.". 
  Y decide;
"....no tomar en consideración, el posible negocio disimulado de donación, puesto que ninguna petición se ha producido al respecto, lo que excusa cualquier actuación "ex oficio" del órgano jurisdiccional que cae fuera de su cometido de acuerdo con el principio dispositivo que informa el proceso civil.".

. su no presunción.

     La interpretación de la simulación debe ser restrictiva, pues como declaró el TS en 16 de Mayo de 1990:

"...si los hechos, datos y signos admiten diversas interpretaciones, en la duda, como declaro la sentencia de 16 de Abril de 1964, es de estimar que el acto jurídico es verdadero y eficaz mientras la ficción no se pruebe, ya que el titulo lleva aneja en si la presunción de legitimidad (Art. 1.275) y en derecho debe partirse de la normalidad contractual y en todo caso de conflicto entre voluntad y su manifestación debe resolverse a medio de una prueba, que aun cuando indirecta sea convincente y segura.".

      Postura que también adopto la sentencia de 16 de Septiembre de 1991.

      Sin embargo puede llegar a presumirse la simulación a partir de datos indiciarios de la misma, así la sentencia de 17 de Junio de 1991 dice que;

"(cuales son: la relación de parentesco entre vendedor y compradora, que son hermanos políticos; la ostensible diferencia entre el precio confesados (14.350.000 pesetas) en que se dicen vendidos los dos pisos y las tres plazas de garaje y el valor de 25.000.000 de pesetas que el propio demandado SR S Ch les atribuyo al solicitar un crédito de la entidad actora, y el valor real (35.602.000 pesetas) en que posteriormente han sido tasados dichos bienes; la no acreditación del pago del precio que en la escritura publica impugnada manifiestan las partes haber sido pagado con anterioridad a la fecha de la misma; la continuación en la misma situación posesoria de los pisos, que siguen ocupados por los cónyuges presuntos vendedores; la finalidad de sustraer los bienes teóricamente vendidos al posible ejercicio de acciones por parte de los acreedores del Sr S Ch, quien tenía concedidos una seria de créditos por varias entidades de ahorro), partiendo, repetimos, de tales hechos-base, aparece plenamente ajustada a las reglas del criterio humano y del raciocinio lógico la deducción obtenida por las coincidentes sentencias de la instancia de inexistencia del contrato de compraventa litigioso, por simulación absoluta del mismo.".

    Y la de 30 de Julio de 1996 declara igualmente la simulación a parte de la inexistencia de uno de los elementos esenciales de la compraventa, el precio:

"Los hechos declarados probados de los que hay que partir son los siguientes: a) La sociedad supuestamente compradora de la finca, es una sociedad de tipo familiar, fundada por el supuesto vendedor, y a la sociedad conyugal del mismo pertenecen el 75  % de las acciones; b) en la contabilidad de tal sociedad no figura registrada la indicada  compra y las entidades mercantiles no son como las personas físicas, que pueden no inventariar su patrimonio, ni anotar sus gastos; a estas personas jurídicas la ley les obliga a llevar libros de contabilidad y a sentar en ellos las operaciones que realizan c) En el servicio de Hacienda de León de la Junta de Castilla, no figura que haya sido presentado por la sociedad "Elaborados de Carbones S.A." contrato alguno en el que figure como adquirente o transmitente de fincas, d) En la Administración de Hacienda de Ponferrada, y en relación con el Impuesto sobre Sociedades, no figura que la sociedad supuestamente compradora haya efectuado un desembolso de 2.500.000 Pts. en el ejercicio de 1889; as¡ como tampoco que el matrimonio supuestamente vendedor haya obtenido en el mismo ejercicio fiscal ningún incremento o disminución de patrimonio; y e) En el documento privado se hace constar que el vendedor recibe del comprador en este acto la cantidad de 2.500.000 Pts. en billetes del Banco de España de curso lega, y en la subasta celebrada dos años después, la finca es adjudicada a un tercero por 8.050.000 pesetas.

De este conjunto de hecho inamovibles no resulta ilógico, erróneo o irrazonable, según las reglas del buen criterio, deducir la inexistencia real del precio en la compraventa, que según los artículos 1274 y 1445 del Código Civil constituye la causa del contrato.".

     Conviene ver lo dicho en los epígrafes relativos a la modificación del régimen económico matrimonial, la modificación de capitulaciones matrimoniales, la donación encubierta la falta de precio en la compraventa y la resolución por fraude de acreedores, supuestos todos ellos donde la simulación es el pan nuestro de cada día.

      Sin embargo no bastara por si solo uno de estos datos: el precio inferior al real, pues como dice la sentencia de 16 de Septiembre de 1991:

"La fijación en una compraventa de un precio que resulte inferior y desproporcionado al normal carece de trascendencia, ya que en nuestro derecho el "pretio vilare facti" no origina la invalidez radical del contrato, por no estimarse indispensable la existencia de exacta adecuación entre el elemento integrante del pacto y el verdadero valor de la cosa enajenada (S 25-4-1981).".

      Confirmando también este criterio la sentencia de 24 de Febrero de 1993.

     En cualquier caso es competencia del Juez de Instancia apreciar y valorar los hechos determinantes de la existencia de una simulación y el TS habrá de estar a tal valoración salvo que sea desproporcionada (TS 12 de Enero y 16 de Septiembre de 1988 y 31 de marzo de 1990 entre otras muchas).

      Véase también la exposición del tema relativo a la acción pauliana.

INDIRECTOS.

. concepto.

Son aquellos en que las partes persiguen un resultado jurídico ajeno al tipo negocial utilizado en el caso concreto. Se diferencian por tanto de la simulación en que no hay dualidad de negocios sino de resultados.
. naturaleza.

Esta figura es una construcción elaborada por la Pandectistica  alemana y  recogida por  la doctrina italiana, sobre todo Ascerelli y Rubino. En España hay dos tendencias doctrinales:

1) La que como Federico de Casto, considera inadmisible la figura por entender que implican una desnaturalización del concepto de causa.
2) Y la tendencia seguida por Albaladejo, Navarro y Martorell que la admite al entender que los negocios indirectos constituyen una categoría amplia, integrada por todos aquellos supuestos en que, para alcanzar un efecto jurídico, se utiliza una vía oblicua. En esta categoría cabria distinguir dos géneros:

a)  Los  negocios  fiduciarios  que  actúan praeter legem.
b) Y los fraudulentos que lo hacen contra legem.
FIDUCIARIOS 
. define.
Negocio fiduciario es aquel en que una persona (fiduciante) tramite a otra de su absoluta confianza (fiduciario) la propiedad de un bien o derecho, al objeto de garantizarle el pago de un deuda o de facilitarle la administración de ese bien o derecho, con la obligación por parte del adquirente de retransmitir la propiedad a su anterior propietario, cuando la obligación asegurada se haya cumplido o el acto de administración se haya llevado a efecto.
Se caracteriza pues por la confluencia de dos negocios; el primero de ellos es de carácter real, tiene eficacia erga omnes y generalmente se formaliza en Escritura Publica el segundo es de carácter obligacional (pues se limita a constreñir al comprador al uso de lo adquirido en forma que no impida el rescate por el vendedor de la titularidad transmitida) tiene efectos Ínter partes y lo mas frecuente es que se formalice en documento privado o incluso que consista en un mero acuerdo verbal.
Pero en cualquier caso, siempre es requisito imprescindible la existencia de un fuerte lazo de confianza entre fiduciante o fiduciario pues como dice la sentencia de 3 de Mayo de 1976 (que reproduce literalmente la de 3 de Mayo de 1955);
"....la fe o confianza se conjugan con mayor o menor intensidad en toda la contratación y en el negocio fiduciario ha de adquirir rango superlativo, cual clave o nota dominante en el concierto de voluntades que constituyo la base fundamental tomada en consideración por los interesados para la conclusión del contrato"... y por ello si se demostrara que "...el llamado fiduciante no presto su consentimiento en aras de la confianza que le mereciese el acipiens, sino que en situación de angustia económica tuvo que sucumbir ante exigencias exorbitantes de este, será preciso abandonar la ruta del negocio fiduciario por inexistencia de la fiducia, que habría de actuar como elemento esencial y decisivo, para emprender, en trance de constitución jurídica, otros derroteros que conduzcan a la misma finalidad de cumplimiento de lo verdaderamente convenido, bien por la senda de discordancia entre la voluntad interna y la declarada, en su manifestación de simulación relativa de contornos muy similares a las del negocio fiduciario, bien por la del consentimiento no prestado libremente, en términos parecidos a los que determinan la nulidad del contrato usurario, bien, en fin, por otros procedimientos que, con base en la intención de los contratantes, lleve al cumplimiento de lo realmente pactado.".
Y  entre  los  casos  más  frecuentes  de  negocio fiduciario, podemos citar:
1) La Fiducia cum creditore o venta con función de garantía.
Dentro de ella pueden enmarcarse a título de ejemplo los casos en que se transmite una finca para garantizar el pago de una deuda o los supuestos en que se cambia la titularidad de un bien como pago por un servicio cuyo valor económico se obliga a satisfacer el fiduciante.
La sentencia del TS de 13 de Marzo de 1995 declara que:
"...la validez del negocio fiduciario "cum creditore" (negocio de garantía) ha sido reiteradamente afirmada por la jurisprudencia (así sentencias de 6 abril 1987 y 7 marzo 1990) que ha precisados sus caracteres, por lo que, a lo mas que pudiera legarse, en casos como el presente, si se entiende que lo dispuesto en los artículos 1859 (parar la prenda hipoteca) y 1884 (para la anticresis) es extensible a la fiducia "cum creditore" seria a la anulación del pacto comisorio que, en estos términos, no se ha solicitado, por lo que razones de congruencia imposibilitan declararla....".
2) La Fiducia Cum Amico en la que la transmisión del derecho se realiza con objeto de facilitar su administración o gestión.
El caso prototípico de la misma es el endoso simple de letras de cambio con fines de cobranza.
3) La fiducia sucesoria en sus múltiples manifestaciones: testamento por comisario, herencia de confianza, delegación de la facultad de mejorar etc.
. separa de negocio simulado.
Indica Ferrara como diferencias entre ambos negocios:
1) el simulado es un negocio fingido, no real. El fiduciario es un negocio querido y existente.
2) El simulado se realiza para producir un engaño, una apariencia. El fiduciario quiere suplir un orden jurídico deficiente o evitar ciertas consecuencias que se derivan de un negocio.
3) El simulado no quiere alcanzar un resultado económico ni jurídico. El fiduciario quiere el resultado jurídico, pero no el que correspondería normalmente al acto realizado: hay una divergencia entre el fin económico y el medio jurídico empleado.
En líneas generales como dice la sentencia del TS de 18 de Febrero de 1965:
"...el negocio fiduciario, se ofrece perfectamente diferenciado del contrato simulado, en su especie de simulación absoluta, pues mientras el primero ha sido real y auténticamente querido, con soporte en una causa verdadera, el segundo es un negocio ficticio, no querido, irreal, una simple apariencia falaz, en el que, con la declaración fingida se agota todo el intento de engaño a terceros, generalmente fraudulento, sin que sea óbice a la validez y eficacia de aquel la divergencia entre la estructura jurídica empleada y la finalidad económica perseguida por los contratantes, siempre que no implique fraude de ley.".
Más  difícil  es  separado de  los  negocios  en que concurre  una  simulación  no  total  sino  relativa.
Hernández Gil  (Obras completas Tomo III pág.  602) señala como diferencias;
"a) En el negocio relativamente simulado el contenido de una de las declaraciones de voluntad (la del negocio simulado) es solo aparente, aunque sea real el contenido de la declaración del negocio disimulado; mientras que en el negocio fiduciario, ambas declaraciones, tanto la del contrato real positivo como la del contrato obligatorio negativo, tienen un contenido practico efectivo.
b) El negocio fiduciario entraña la valida configuración de un negocio complejo, por la combinación de tipos negocíales diversos y efectos jurídicos también diversos, con lo que se obtiene un resultado no previsto por la ley; mientras que en el relativamente simulado, aunque se superponen dos negocios jurídicos diversos, no se engendra un negocio complejo, valido como tal, sino que solo puede valer uno de ellos, como negocio simple (el disimulado).".
La distinción sin embargo es difícil de aplicar en la vida práctica pues, nada se opone a que un negocio simulado tenga una causa " fiduciaria" o dicho de otra forma que mediante un contrato simulado se persiga un resultado que se alcanza también con el negocio fiduciario.
Así: para garantizar un préstamo pueden las partes simular que el prestamista adquiere por compraventa alguna propiedad del prestatario, pero reservándose este en la compraventa el derecho de reversión por precio idéntico a la cantidad prestada.

Se trataría a simple vista de un negocio (de compraventa) simulado, pues realmente no hay tal compraventa sino una simulación de la misma para garantizar un crédito. Sin embargo es posible también calificar a este contrato como un convenio con simulación "relativa" y con "fiduciae causa", ya que si bien el fin práctico perseguido por las partes es distinto del fin típico de la compraventa, no es sin embargo ilícito ni choca con norma legal alguna.
La Sentencia del TS de 10 de Julio de 1995 declaro que existía negocio simulado y no fiduciario en un supuesto en que al transmitirse un inmueble se hizo constar que el precio había sido satisfecho cuando no ocurría así e inmediatamente después se había firmado un crédito simulado entre el vendedor y los compradores por el importe de la venta, crédito que fue avalado por otra tercera persona, y Declaro que;
"Se esta ante un supuesto de simulación relativa. El negocio encubierto vincula a las partes que libre y conscientemente lo convinieron (Art. 1255 del CC) y esto determina la obligación de pagar el precio debitado, que las que recurren asumieron como carga y deber, al no concurrir causa alguna que le prive de licitud y eficacia.".
. efectos.
Dos son fundamentalmente las posturas doctrinales y jurisprudenciales respecto a los efectos del negocio fiduciario;

1) Teoría del doble efecto.
Desde la definición que hemos dado del negocio fiduciario, esta tesis parte de la base de que nos encontramos ante dos contratos; el primero de compraventa mediante el cual el fiduciante transmite la propiedad al fiduciario y el segundo, obligacional, en cuya virtud el fiduciario se obliga a devolver la propiedad que se le ha transmitido. Ambos contratos son perfectamente validos y surten todos sus efectos, de todo lo cual se extraen como consecuencias;
a) El fiduciante en caso de no cumplir el fiduciario, solo podrá exigirle la indemnización de daños y perjuicios, pero no la transmisión efectiva de la finca, pues el pacto de retornársela solo tiene carácter obligacional.
b) Los terceros que aun con mala fe adquieran del fiduciario quedaran protegidos frente a la reclamación del fiduciante; pues este es pleno propietario del inmueble que se le ha transmitido sin limitaciones y las relaciones personales que mediante el contrato obligacional unen al fiduciario con el fiduciante en nada tienen porque afectar a estos terceros.
Así la sentencia de 18 de Febrero de 1965 se ocupo del siguiente caso: "A" vendió a "B" la mitad de una finca para así poder obtener con mas facilidad una hipoteca sobre la misma, "B" con el paso del tiempo la transmitió a "C" quien se declaro probado que conocía perfectamente el hecho de que "B" solo tuviera una titularidad fiduciaria. El TS otorgo protección a "C" pese a su probada complicidad en el despojo de "A".

De la misma opinión es Roca Sastre para quien la enajenación hecha por el fiduciario será valida aunque el adquirente tenga "pleno conocimiento" de que el fiduciario actúa abusivamente (Derecho Hipotecario. Tomo II Pág. 227).
c) En caso de quiebra del fiduciario los bienes transmitidos se integraran en la masa (así Ferrara y A. Von Thur) y para el supuesto de quebrar el fiduciante sus acreedores solo quedaran subrogados en su acción personal.
d) Los acreedores del fiduciario podrán embargar los bienes que se le han transmitido sin limitación alguna.
Esta tesis del doble efecto si bien ha sido históricamente la primera en surgir, no es hoy la mas admitida por la jurisprudencia que solo la desarrolla en cuanto a sus consecuencias en escasas sentencias; concretamente las de 25 de Mayo de 1944, 28 de Enero de 1946 y especialmente en las de 15 de octubre de 1964 y 18 de Febrero de 1965.
2) teoría de la causa fiduciaria.
Sus defensores sostienen que nos encontramos ante un solo contrato (el negocio fiduciario) que reviste dualidad de formas; aquella mediante la cual se transmite la propiedad y aquella mediante la cual se obliga el fiduciario a devolverla; este solo negocio con dualidad de formas tiene una sola causa; la llamada causa fiduciaria, consistente según Jordano Barea (El Negocio fiduciario, EDT Bosch, 1958) en "el juego de una prestación o atribución patrimonial frente a la promesa obligacional del fiduciario de servirse de la res fiduciaria".
Equiparable a esta teoría en cuanto a sus efectos son otras que rechazan su argumentación por cuanto la transmisión de la propiedad requiere una causa y eliminada la compraventa como tal, el garantizar un cobro o cumplir un encargo no bastan para transmitir la propiedad por lo que acuden al expediente de pensar que el fiduciario solo tiene una "titularidad formal" mientras que el fiduciante conserva la propiedad "material" distinguiendo acto seguidos entre relaciones internas y externas a la fiducia para llegar a las conclusiones que vamos a exponer.
En cualquier caso, ya se acepte la tesis de la causa fiduciaria, ya la de una doble titularidad formal y material sobre la cosa, las consecuencias que de ello se derivan son justamente las contrarias a las de obtenidas a partir de la teoría del doble efecto:
1) Los efectos traslativos que con la tesis anterior tenia la compraventa por si sola, no son aquí tan amplios; el fiduciante no ha vendido sin más sino que simplemente ha transmitido una titularidad formal sobre el inmueble.
Por ello no puede exigir la restitución por faltar en la compraventa el precio o por la existencia de lesión ultradimidium (obviamente en Cataluña) tal como declara la sentencia de la AT (hoy TS) de Cataluña de 10 de Noviembre de 1983 (Sala 1).

Aunque si podrá hacerlo cuando se den cumplan los condicionantes necesarios para que se le restituya.
Postura admitida por la sentencia del Ts de 2 de Junio de 1982 al decir que estos negocios confieren al fiduciario una titularidad FORMAL de bienes, NUNCA OPONIBLE, como derecho de dominio, al fiduciante aunque la recuperación, por éste de tal titularidad, este subordinada al cumplimiento de las obligaciones garantizadas (31 de Octubre de 1955,23 de mayo y 27 de Junio de 1980, 30 de Enero de 1991 etc.).
2) Los terceros adquirentes solo quedaran protegidos si han actuado de buena fe (TS 22 de Noviembre de 1935, 6 de Marzo de 1958 y 9 de Octubre de 1958 entre otras). Pues como dice Lacruz en sus Elementos de Derecho Civil;
"La enajenación a tercero, hecha por el fiduciario, no es valida, a menos que se trate de tercero de buena fe que crea comprar a un propietario pleno, ignorando la finalidad y limitaciones con que adquirió las fincas o las acciones el fiduciario infiel.".
Y según la sentencia de 23 de Febrero de 1951 probar la mala fe de estos terceros adquirentes corre a cargo del fiduciante.
Además en opinión de De Castro el fiduciario que transmite la cosa o se la apropia incurre en el delito de apropiación indebida y el tercero que la adquiere conociendo el negocio fiduciario se convierte en encubridor (nótese que habla de encubrimiento y no de coautoría) de tal delito.
3) En caso de quiebra del fiduciario, habrá que admitir en favor del fiduciante un derecho de preferencia, viceversa en caso de quiebra del fiduciante sus acreedores ocupan su lugar y pueden forzar al fiduciante que otorgue escritura transmitiendo de nuevo a la masa la propiedad cuando se hayan cumplido los requisitos necesarios para ello (postura esta que adopte la sentencia de 10 de marzo de 1944).
Tal solución es también aceptada por el Art. 909 del Código de Comercio.
4) En cuanto al posible embargo de los bienes por parte de los acreedores del fiduciario dice Lacruz (Elementos de Derecho Civil) que el fiduciante tendrá frente a ellos el trato de un "acreedor de dominio", puesto que a tales efectos se entiende que no transmitió la propiedad al fiduciario.
5) El título en cuya virtud adquiere el fiduciario no es hábil para usucapir, pues no le sirve para poseer en concepto de dueño (TS 3 de Mayo de 1955, 10 de Noviembre de 1958 y 16 de Mayo de 1983).
6) Al no existir una verdadera transmisión de la propiedad, el titulo fiduciario de compraventa no da lugar a que del mismo se derive derecho alguno de retracto (sea convencional o legal) ni que se resuelva el arrendamiento concertado sobre el inmueble vendido fiduciariamente.
7) Respecto a los frutos, transcribimos la opinión del profesor De Castro (El negocio Jurídico, Pág. 433);
"Frutos naturales y civiles, accesiones de la cosa, bonos, nuevas acciones, premios atribuidos a los valores confiados etc., corresponden al fiduciante. Pero también el fiduciante (y no el fiduciario) pecha con la responsabilidad por el impago de cargas y contribuciones, de los daños que ocasionen animales, heredad de caza, edificios y explotaciones industriales y soportara, además, la depreciación de lo confiado.".
Confirmando este criterio el TS en sentencia de 21 de Enero de 1991 al decir que;
"..la mera titularidad formal de la Caja de Ahorros (fiduciario) no le autorizaba a hacer suyos los frutos de las fincas que, a lo mas, habría de aplicar a la reducción del debito.".
8) Por ultimo en cuanto a los medios de protección al fiduciante el mismo autor dice (Pág. 434);
"Parece que aún mientras subsiste la relación fiduciaria (por ejemplo, el plazo fijado del préstamo) no quedara el fiduciante desprovisto de medios de defensa, en caso de justificada perdida de confianza (muerte, insolvencia, ausencia, incapacitación etc.) en el fiduciario; así, podría pedirse la declaración de la condición fiduciaria de la enajenación y la sustitución de garantía por otras suficientes (hipoteca, deposito de valores en prenda etc.).".
Nosotros aceptamos que mediante el ejercicio de una acción declaratoria puede el juez sentar el carácter fiduciario del negocio, pero no vemos como pueda sustituirlo por otras garantías.
Por último citar que conforme al n9 3 del Art. 2 de la Ley Hipotecaria, en los registros expresados en el articulo anterior se inscribirán:
"3) Los actos y contratos en cuya virtud se adjudiquen algunos bienes inmuebles o derechos reales aunque sea con la obligación de transmitirlos a otro o de invertir su importe en objeto determinado.".
. apreciación de oficio.
La Sentencia del Ts de 2 de Junio de 1982 admite que el Juzgador, pueda de oficio, aun sin previa alegación de las partes, apreciar la existencia del negocio fiduciario.
A tal conclusión, puede además llegarse a través de presunciones (lo que ocurrirá especialmente cuando el segundo de los negocios, el que obliga al fiduciario a devolver la propiedad al fiduciante, no conste ni siquiera por escrito.). Así se pronuncian numerosas sentencias, entre las cuales se pueden citar ad exemplum las de 5 de Diciembre de 1959, 8 de Marzo de 1963, o la mas reciente de 19 de Mayo de 1989 a cuyo tenor:
"La sentencia recurrida se basa en una declaración de hechos relevantes, como son, el mantenimiento de la real situación posesoria, la fijación del precio de la retroventa en función de la cantidad prestada, la continuación por parte de los vendedores, en el pago de gastos y tributos propios del derecho de dominio, el mantenimiento de esta situación dominical de forma publica, incluso en la percepción de indemnizaciones por servidumbre impuestas de paso de líneas de conducción eléctrica y prorrogas sucesivas del término del derecho a recuperar la propiedad, hechos que llevan a la presunción favorables a la tesis del negocio fiduciario.".
Todo ello sin perjuicio de que para su apreciación deba observarse una especial moderación (Ts 3 de Mayo de 1976) vigilándose especialmente la licitud de la operación y de sus efectos (TS 23 de Febrero de 1951, 22 de Mayo de 1956 etc.).
. separar de opción de compra y transmisión sujeta a retro.
En cualquier caso pensemos que la voluntad de las partes no es producir una verdadera transmisión de la propiedad, pero ¿y si realmente esa fue su intención?. Veámoslo en la práctica:
Si A vende a B para garantizar que le devolverá X pts que de él ha recibido en préstamo la cosa esta clara: se trata de una negocio fiduciario.
Pero Si A vende a B y en lugar de firmar un contrato privado reconociendo que la anterior venta es fiduciaria lo que hace B es concederle a A una opción de compra sobre la finca que se le ha vendido por precio y plazo determinados ¿Que hacemos si cumplido el plazo A no ha ejercitado su opción?.  La voluntad de las partes era efectivamente transmitir la propiedad a B y otorgar a A un derecho de opción. ¿Podemos seguir calificando el negocio de fiduciario?.
El mismo supuesto se dará cuando A venda a B y se sujete esta venta a pacto de retro ¿como establecer en tal caso cual era la verdadera voluntad de las partes?.
Pues bien, estos casos han sido resueltos por la Resolución de la DGPN de 5 de Junio de 1991: A realizo en favor de B una dación en pago de deudas adjudicándole un inmueble. En la misma escritura publica B otorgo a "A" un derecho de retracto en cuya virtud acreditando tener en su poder dos cambiales, que "A." acepto en aquel mismo acto, podría por si solo otorgar Escritura Pública ejercitando el retracto y reinscribir así el inmueble a su favor.
El centro directivo sienta que;
"...si bien el Código civil admite expresamente la hipótesis de compraventa con pacto de retroventa (Art. 1.507 y siguientes del Código Civil), rechaza enérgicamente toda construcción jurídica en cuya virtud, el acreedor, en caso de incumplimiento de su crédito, pueda apropiarse definitivamente de los bienes dados en garantía por el deudor.".
Y añade que
"...la transmisión por adjudicación en pago es un negocio por el que bajo la apariencia de una causalización suficiente (la extinción de un crédito preexistente) se pretende amparar una transmisión dominical que no tiene mas justificación que la de servir de garantía a una obligación que, aunque se extingue, es inmediatamente sustituida por las incorporadas a las cambiales emitidas (vid articulo 1.170, 1.203 y 1.704 del Código Civil), y, como ya declarara esta Dirección General (Resolución de 30 de Junio de 1Q87), esta finalidad no tiene virtualidad suficiente para justificar una transmisión definitiva del dominio; sino, a lo sumo, una titularidad real distinta y limitadora del dominio (que sigue permaneciendo en el deudor) y que en todo caso deberá respetar la aludida prohibición legal del pacto comisorio, no bastando la común voluntad de transmitir y adquirir para provocar el efecto traslativo perseguido...".
Y FRAUDULENTOS.

Este tipo de negocios no es más que una manifestación concreta de la figura general del fraude a la ley estudiada en el tema 6.

Consiste en utilizar un procedimiento negocial con el que se pretende evitar las normas dictadas para regular otro negocio, al cual corresponde el resultado que se pretende obtener con la actividad puesta en práctica.

La calificación de fraudulento lleva consigo el que el resultado obtenido sea cual fuere el negocio o combinación negocial utilizado, quede sometida a las normas que debían serle aplicadas conforme a su verdadera condición y a las sanciones en las mismas impuestas (Art. 6 p 4).
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